
ESTATUTO DE LA PROPIEDAD INMOBILIARIA Y POTESTAD 

LEGISLATIVA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

El problema social de la vivienda 

L crecimiento experimenta­
do en el tramo de pobla­
ción que desea constituir 

...J nuevos núcleos familiares, 
resu ltante de las elevadus tasas de 
natalidad registradas en el período 
comprendido emre 1961 y 1975, 
ha provocado en los últimos 
años. y está provocando. 
un incremento de la ne­
cesidad de viviendas 
permanentes que, de 
acuerdo con las es­
timaciones realiza­
das, sólo podrá 
satisfacerse si 
hasta el año 1998 
el parque de di­
chas viviendas 
aumenta en unas 
270.000. 

Esta fuerte ex­
pansión de la de­
manda de vivienda 
inducida por el ritmo 
más intenso en la for­
mación de nuevas fami­
lias, coincide por tanto con 
una insuficiente ofen a de vivien­
das terminadas. especialmente en 
las grandes áreas urbanas donde se 
concentra la mayor parte de esa po­
blación necesitada de alojamiento; y 
este desequilibrio entre necesidades 
crecientes y la escasez de oferta de 
un sector productivo que estructu-
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ralmente preci sa de al menos dos 
años de plazo para poderse adaplar 
y responder a la nueva demanda, 
provoca alzas desmesuradas en el 

La ampliación a corto plazo de la oferta 
de suelo puede constituir uno de los fac­
tores determinantes de la establllzaclón 
de los precios de las viviendas. (Oleo de 
Félix de la Concha.) 
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precio final de su producción . Por 
otra parle. a mayor demanda de vi­
viendas. mayor demanda de sucio 
apto para su edificación, cuyo pre­
cio se dispara al igual que ocurre 
con el de aquéllas y en función de 
su rareza en el mercado que, en 
unos casos. deriva de que este fac­

tor de prod ucción sólo se obtiene 
una vez agotado el lento 

proceso de aprobación y 
ejecución de los diferen­

tes instrumentos de 
planeamiento urba­

no, o, en otros, de 
su retención en 
manos privadas 
con fines especu­
lativos. En tales 
circunstancias, la 
ampliación a cor­
to plazo de la 

oferta de suelo 
destinado por la 

ordenación urbana 
a uso residencial 

puede constituir uno 
de los factores determi­

nantes de la estabilización 
de los precios de las vivien-

( 1) Se dcstucan aquí. a los fines de es­
te trabajo. ulgunos de los datos y análisis 
que se contienen en el excelente artículo de 
síntesis de .IOAN RAf'OLS 1 ESTF.VE, Factores 
explimti1•os de lo expa11sii111 del sector /1111111-
biliario, publicado en Revista di! t'co110111i11 

1 ( 1989) 90-92. 



La intervención pública en el 
mercado del suelo 

Anle esta situación socialmente 
conílictiva del sector inmobiliario. 
el Gobierno central estimó necesa­
rio disponer de una ley estatal que 
recondujera hacia objetivos de polí­
tica social un mercado que abando­
nado a su propia y espontánea di­
námica produce en muchos casos 
efectos que la sociedad considera 
perniciosos e injustos. A tal fin ela­
boró un Proyecto de Ley. que ha 
sido aprobado en las Cortes Gene­
rales. con la que se pretende ··con­
tri but r a la disminución de las ten­
siones especulativas y facilitar una 
mayor intervención administrativa 
en el mercado del suelo" (Preám-

bulo, apartado fll). objetivos que se 
considera no pueden ser alcanzados 
mediante la mera aplicación del or­
denamiento jurídico que arranca de 
la Ley sobre Régimen del Suelo y 
Ordenación Urbana de 1976. "por 
la excesiva permisividad de que dis­
frutan los propietarios del suelo. 
que son llamados en primer término 
a realizar las tareas de urbanización 
y edificación, y por la rigidez, cuan­
do no ausencia, de los instrumentos 
de que dispone la Administración 
para hacer frente al incumplimiento 
por los paniculares de los plazos 
señalados pura la ejecución de di­
chas tareas, para incrementar los 
patrimonios públicos del suelo en 
medida suficiente para incidir en la 
regulación del mercado inmobiliario 

La Ley pretende modificar el régimen hasta ahora vigente sobre los derechos y debe· 
res de los propietarios del suelo afectados por el proceso de urbanización y edifica­
ción. (Oleo de Félix de la Concha.) 
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o para adscribir superficies de suelo 
urbanizable a la construcción de vi­
viendas de protección oficia l" (Pre­
ámbulo, apartado 1). 

Esta es, en sus propios términos, 
la argumentación expuesta por el 
legislador para justificar la actua­
ción del Estado sobre el compor­
tamiento de los sujetos del mercado 
inmobiliario. de los tenedores del 
suelo en particular. El Estado. en 
cuanto Estado social. abandona 
aquí la neutralidad político-econó­
mica y trata de contrarrestar con 
medidas jurídica& las desigualdades 
que origina el tnilico autónomo de 
ese medio de producción que es el 
suelo afectado por el proceso de ur­
banización y edificación. Interven­
ción económica no sólo expresa­
mente amparada por la Consútu­
ción. que habiliLa a los poderes pú­
blicos para promover las condicio­
nes necesarias y establecer las nor­
mas pertinentes que hagan efectivo 
el derecho de carácter económico y 
social a disfrutar de una vivienda 
digna y adecuada, "regulando la 
utilización del sucio de acuerdo con 
el interés general para impedir la 
especulación" (artículo 47), sino 
que se configura también en la 
Constitución como un deber exi­
gible del poder público, que, en 
coyunturas de derensa social, no 
puede permanecer mactivo ante las 
ilimitadas expectativas de revalori­
zación que el mercado pueda ofre­
cer. Y, si se tiene presente que de la 
existencia suficiente de viviendas 
depende la normal constitución de 
los nuevos núcleos familiares. pare­
ce oportuno incorporar a esta cita 
de normas constitucionales - aunque 
no lo haga la Ley que se comenta­
aquélla que, dentro de los princi­
pios rectores de la política socia l y 
económica, se refiere a la protección 
no sólo jurídica sino también eco­
nómico-social de la familia que de­
ben asegurar los poderes públicos 
(Constitución, artículo 39.1 ). 

La adquisición gradual de las 
facullades urbanísticas 

Una vez que se ha hablado del 
trasfondo material de Ja Ley 8/90 



sobre Reforma del Régimen Urba­
nístico y Valoraciones del Suelo, 
esto es, de los hechos económicos 
que presupone e interpreta, así co­
mo del propósito de modificarlos 
que anima al poder legislativo cen­
tral, este apartado se dedica a cono­
cer cu.Hes son las técnicas jurídicas 
que pone a disposición de las Ad­
ministraciones públicas actuantes. 

Puede decirse que todas ellas 
confluyen en torno a un núcleo: una 
determinada conliguración legal del 
estatuto de Ja propiedad inmobilia­
ria en manos privadas. Esta Ley 
pretende modilicar - se afirma en su 
Preümbulo- el régimen hasta ahora 
vigente sobre los derechos y deberes 
de los propietarios del sucio afecta­
do por el proceso de urbanización y 
edificación. Parte para ello del prin­
cipio constitucional de que la fun­
ción social del derecho a la propie­
dad delimitará su contenido de 
acuerdo con las leyes (Constitución, 
artículo 33). y lo aplica a un bien 
concreto. el suelo, que. como se ha 
visto, constituye un medio de pro­
ducción de gran importancia eco­
nómico-social. cuya utilización res­
ponsable. en armonía con los inte­
reses generales, resulta imprescin­
dible para que sea real el derecho 
constitucional que todos los espa­
ñoles tienen a una vivienda. 

Esta conexión entre un derecho 
colectivo, como el derecho a la vi­
vienda. y un derecho individual. 
subjetivo, como el derecho a la 
propiedad, que determina un ejer­
cicio controlado de este ultimo en la 
medida que se estime necesaria para 
que no se frustre el objetivo de inte­
rés común que aquél representa, ha 
venido a ser establecido con nitidez 
por el Tribunal Constitucional 
cuando, al examinar las consecuen­
cias jurídicas que se derivan de la 
configuración de nuestro Estado 
como Social, señala que "el recono­
cimiento de los denominados dere­
chos de carácter económico y social 
- reflejado en diversos preceptos de 
la Constitución- conduce a la inter­
vención del Estado para hacerlos 
efectivos, a Ja vez que dota de una 
trascendencia social al ejercicio de 

Mono ra 1as 
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La restricción de las facultades dominica/es mediante la imposición de deberes posi­
tivos al titular ha afectado de una manera más Intensa a la propiedad inmobl/iaria . 
(Oleo de Félix de la Concha.) 

sus derechos por los ciudadanos, 
especialmente de los de contenido 
patrimonial"; y menciona a conti­
nuación el derecho de propiedad2 • 

Los poderes jurídicos de los propie­
tarios en cuanto sujetos económicos 
pueden así ser definidos por el legis­
lador en su propio contenido inter­
no. buscando equilibrar la utilidad 
personal que sus bienes pueden re­
portarles con los lines previstos en 
el ordenamiento. 

En eslél lineu. que como se verá 
arranca de un pasado ya bastante 
remoto. se mueve el texto legal. en-

(2) Sentencia 18/ 1984, de 7 de febrero 
(BOE de 9 de marzo). resolutoria de un re­
curso de amparo sobre elecciones de repre-
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tre cuyos principios generales figura 
el de que ''la función social de Ja 
propiedad delimita el contenido de 
las facultades urbanísticas suscepti­
bles de adquisición y condiciona su 
ejercicio" (artículo 1 ). El planea­
miento urbanístico sólo confiere al 
propietario de un terreno la aptitud 
inicial para edificarlo, de forma que 
la consolidación de las dislintas 
facultades de contenido urbanístico 
aparece condicionada por el cum­
plimiento previo, y en los plazos 
establecidos, de los deberes y cargas 
impuestos en cada fase de la cjecu-

senianles del personal en los órganos de 
gobierno de la Ca.1a de Ahorros de Astu­
rias, fundamenlo jurídico 3". 



ción del plan. como son haber cedi­
do los terrenos deslinados a dota­
ciones públicas o el correspondiente 
porcentaje del aprovechamiento 
urbanístico, haber costeado y. en su 
caso, ejecutado Ja urbanización, 
haber solicitado la licencia de edi­
ficación, etc. 

El cumplimiento de esos deberes 
determina la gradual adquisición de 
las facu ltades urbanísticas: por 
ejemplo, la atribución efectiva al 
propietario de los usos e intensi­
dades susceptibles de adquisición 
privada sólo se produce por el cum­
plimiento de los deberes de cesión, 
equidistribución y urbanización. El 
contenido urbanístico de la propie­
dad inmobil iaria se integra así me­
diante la adquisición sucesiva de 
tales facultades, que, a la inversa. se 
extinguen o debilitan si no son ejer­
citadas a su debido tiempo o de 
acuerdo con las detem1inaciones le­
gales o que se contengan en el pla­
neamiento. En estos supuestos de 
incumplimiento de la función eco­
nómico-social asignada a la propie­
dad se procede a la expropiación o 
venta forzosa de los bienes "en fun­
ción de las facultades urbanísticas 
efectivamente adquiridas en el mo­
mento de producirse el incumpli­
miento que motiva la expropiación 
o la sujeción a venta forzosa. te­
niendo en cuenta la pérdida o re­
ducción de dichas facultades que 
pueda derivarse de aquél" (Preám­
bulo, IV.O). La rropiedad inmobi­
liaria, en esas situaciones de pato­
logía jurídica. equivale a un conte­
nido económico definido discrecio­
nalmente por el poder legislativo 
sancionador. 

Esta regulación del esta luto de 
la propiedad del suelo fue objeto de 
vivo debate, durante su tramitación 
parlamentaria, entre sus defensores 
y los que preferían hablar de facul­
tades urbanísticas inherentes a la 
propiedad, por entender que éstas 
no son otorgadas en su tota lidad 

(3) CORTES GrNIRALES: Diario de Se­
sicme.~ di!/ Co11gres11 di' los diputados. Nº' 32. 
49 y 70. de 1990: Diario de Sesione.~ del 
Senado. N"' 26 y 27, de 1990. 

(4) HANS HATTEMIAl..ER: Grumlhegri-

por la Ley. sino que preexisten a su 
delimitación legaP. Para estos par­
lamentarios se estaba ante una de­
finición del derecho de propiedad 
novedosa y hasta inconstitucional. 
En realidad, el concepto constitu­
cional de la propiedad en cuanto 
derecho-deber. que atribuye a su ti­
tular poderes para que mediante su 
ejercicio puedan ser cumplidos los 
fines socia les previstos por el orde­
numiento jurídico, no es de hoy. 
Por lo menos es tan lejano como la 
Constitución de Weimar de 1919 en 
la que ya se dijo que la propiedad 
será garantizada por la Constitu-

Debe 
tenerse en 

cuenta 
· la existencia 
de un amplio 

ordenamiento 
urbanlstfco 

propio de las 
Comunidades 

Autónomas 
que deriva 

de las 
numerosas 

leyes 
aprobadas por 

sus 
Parlamentos. 

(Oleo de 
Félix de la 

Concha.) 

c1011, que su contenido y límites se 
deducirán de las leyes, que la pro­
piedad obligu y que su uso también 
debe servir al bien de la comunidad 
(artícu lo 153). Y de esta norma 
deducirá el jurista Martin Wolff, en 
un trabajo publicado en 1923, toda 
una teoría sobre la garantía insti­
tucional de la propiedad que ha 

j/é des Biirgerlic/11.> Red11.1, 1982: traduc­
ción cspaiiola <le Gonznlo l lcrnández ( C1111-

""fllos F1111da111e111ales del Dt'reclio Civil). 
Barcelona, /\riel. 1987, en cuyo Capítulo 
VII hace una interesante exposición crítica 
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hecho historia jurídica•. Desde ella 
se siguen analizando preceptos 
conslitucionales similares. como el 
artículo 14 de la Ley Fundamental 
alemana'. o el 33 de nuestra Cons­
titución, para cuya interpretación el 
Tribunal Constitucional ha utiliza­
do los mismos instrumentos concep­
tuales, como puede comprobarse en 
la sentencia 111 / 83 sobre la expro­
piación del Grupo RUMASA, S.A., 
y especialmente en la 37/87. por la 
que desestimó el recurso de incons­
titucionalidad contra la Ley de Re­
forma Agraria aprobada en 1984 
por el Parlamento de Andalucía, en 

la que el T ribunal ha expresado ex­
lensamente cómo se concibe en la 
Consutución el derecho de propie­
dad privada, y a la que resulta ine­
ludible referirse aquí con la debida 
atención. Para el Tribunal. la pers­
pectiva adoptada por la Constitu­
ción al regular el derecho de pro­
piedad es en Lodo conforme con la 

de la evolución del concepto de propiedad. 
(5) La propiedad está garantizada. Su 

naturulcz<i y sus límites serán determinados 
por las leyes. La propiedad obliga. Su uso 
debe servir asimismo al bienestar general. 



imagen que de este derecho se ha 
formado Ja sociedad contemponí­
nea . 

Se lrata de un derecbo recono­
cido tanto desde la vertiente indi­
vidual. subjetiva, de los intereses 
particulares, como desde la vertien­
te institucional de su dimensión so­
cial, en cuanto institución llamada 
a satisfacer necesidades colectivas. 
Utilidad individual y función social 
definen, inesc1ndiblemente. el conte­
nido del derecho de propiedad. La 
Constitución, por tanto. no ha re­
cogido - como entend ieron los sena­
dores que impugnaron la reforma 

agraria andaluza una concepción 
abstracta de la propiedad como 
mero ámbito de libre disposición o 
señorío sobre el bien objeto del do­
minio reservado a su titular, sino 
que protege esa propiedad. cierta­
mente como un haz de facultades 
individuales sobre las cósas, pero 
también, y al mismo tiempo. como 

(6) Oc la rápida y apenas discu1i<la 
ltprobación por las Cortes Cons111 u yente; 
del artícu lo 33 de lo Constitución se ha po­
dido decir que "la propiedad privada pasó 
sin pena ni gloria" (SOLWAD GALI HiO 

un conjunto de deberes y obliga­
ciones establecidos, de acuerd o con 
las leyes, en atención a valores o in­
tereses de la colectividad, es decir, a 
la línalidad o utilidad social que 
cada categoría de bienes objeto de 
dominio esté llamada a cumplir. 

Los poderes públicos pueden así 
intervenir en la esfera de las facul­
tades y responsabilidades del pro­
pietario para la defensa de intereses 
sociales que también aparecen tute­
lados por la propia Constitución. 
Esta restricción de las facultades 
dominica les mediante Ja imposición 
de deberes positivos al titular, ha 

afectado hace constar el Tribunal 
de una manera más intensa a la 
propiedad inmobiliaria, tanto a Ja 
que recae sobre suelos susceptibles 
ele aprovechamiento urbanístico 
como a la propiedad de tierras agrí­
colas o forestales. dado el carúcter 
no renovable o naturalmente limi­
tado en su extensión de este tipo de 

ÜIA/. y 8 01'. ll'/\ t ' lll l>I L.<\ CLADRA: Cr1Í11it•a 
waew de la Co11.1 11111c1ci11 , Madrid, Tccno\, 
1989. p. 118). 

(7) /\ NC,Fl M . LOPI'/ y LóPE.l: La d1s­
rip/111a c1m.,·ti111cio11ul de la propiedad prfra-
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bienes y por la trascendencia eco­
nómica que ofrece como soporte fí­
sico de las actividades productivas. 

Afirmar. como se hizo en el 
Congreso de los diputados, que Ja 
propiedad definida en la Ley 8/90 
sobre la Reforma del Régimen Ur­
banístico y Valoraciones del Sucio 
es una gran novedad en el derecho 
público europeo, equivale. pues, a 
borrar de la memoria histórica toda 
esa cultura jurídica sobre el derecho 
fundamental de la propiedad priva­
da, que cuenta ya con una dilatada 
tradición y que fue plenamente 
aceptada por nuestros constituyen­
tes'. 

Cabe reconocer, no obstante. 
que tal ve7 haya una cierta radicali­
dad en Ja terminología utilizada por 
los autores del texto legal, en la 
medida en que puede dar lugar a 
que la denomtnada adquisición gra­
dual de las facultades urbanísticas 
se entienda que opera sobre posibi­
lidades de actuación huecas o hasta 
inexistentes. Si así fuera. no ofrece­
ría duda alguna que la Ley estaría 
afectando negu tivamente al propio 
contenido esencial del derecho, que 
los poderes públicos deben respetar 
en todo caso (Constitución, artículo 
53.1 ), pues, como se ha dicho con 
buen sentido, "no se puede hablar 
de función social de un derecho ine­
xistente o vacío totalmente de con­
tenido"'. Sería tanto como desco­
nocer en palabras del Tribunal 
Constitucional las facultades do­
minicales necesarias para que los in­
tereses jurídicamente protegibles 
que dan vida al derecho, resulten 
real. concreta y efectivamente pro­
tegidos'. Pero objetivamente no 
puede decirse que cales excesos de 
redacción lleguen a dañar, desde el 
punto de visw de su constituciona­
lidad material, a l propio régimen 
urbanístico de la propiedad del sue­
lo, que en su conjunto se sitúa den­
tro del marco de lo razonable. 

dtt. Madrid , Tecno~. 1988. p. 167. 

(8) Scn1cncia 11 / 8 1 sobre derecho de 
huelga y conflictos colectivos de trabajo. 
fundamento Jurídico 8º. 



La competencia de las 
Cortes Generales 

Queda por analizar si esta Ley, 
cuyas lineas fundamentales se han 
expuesto breve pero suficientemente 
pura el propósito último que se pre­
tende con el presente comentario. 
go1a tambien de una sólida const1-
tuc1onalidad formal: esto cs. s1 las 
Cortes Generales, de acuerdo con el 
conjunto de normas delimitadoras 
de competencia que distribuyen tc­
rntorialmente el poder en la materia 
regulada lo que la doctrina, con 
terminología sacada con fórceps del 
Derecho constitucional francés, de­
nomina el bloque de la constitucio­
nalidad9 tenían competencrn para 
aprobarla. La pregunta es importan­
te e inevitable por varios motivos. 

En primer lugar. no puede des­
conocerse que las Comunidades Au­
tónomas (todas ellas), han asumido 
por su Estatuto la competencia ex­
clusiva en materia de urbanismo o, 
según la fórmula equivalente que se 
utihló en el articulo 26.3 del b.ta­
tuto de Autonomía de la Comuni­
dad de Madrid, la plenitud de la 
función legislativa en dicha materia 
En otras palabras, puede afirmar-.e 
con fundamento que la titularidad 
de todas las competencias estricta­
mente urbanísticas corresponde a 
las Comunidades Autónomas. Alir­
mación que resulta corroborada por 
la doctrina claramente expresada 
por el Tribunal Constitucional en 
su sentencia 56 '86 resolutoria de 
dos conílictos positivos de compe­
tencia en los que se planteó la cues­
tión de saber en virtud de qué titulo 
competenc1al el consejo de Min1s­
lros acordó, al amparo de lo dis­
puesto en un artículo del Texto Re­
fundido de la Ley sobre Régimen 
del Sucio y Ordenación Urbana de 
1976, el 180.210

, la ejecución de las 
obras de acuartelamiento de la 
Guardia Civil y Policía Nacional en 

(9) FRAN<.I~() R UBIO LLORL.NTI'' f;/ 8fo­
q1w de C1111.111111tw11alidud. Revista Esp;u1olu uc 
DcrL"Cho Constitucional 27 (1989) 9-.n. 

( 10) "Cuando raconcs de urgencia o 
cxccpdonul interé> público lo éxij1111, el 
M11mtro competente por razón de la mate· 
ria podrá acordar la remi:.iún ul Ayunta-

Vitoria. Lemónit. y San Sebasl1án. y 
de cierre de la explanada de la 
Aduana de lrún, así como del pro­
yecto de obras de construcción de 
una Comisaría de Policía en San­
turee. 

Mientras las partes intervinien­
te:- en los referidos procesos cons­
titucionales acumulados. presenta­
ron dichos actos gubernamentales 
como realizados por el Estado en 
ejercicio de una competencia urba­
nística. el Tnbunul no 
aceptó este pluntcamien­
to. y sentó el principio 
de que todas las compe­
tencias urbanísticas. in­
cluida la prevista en el 
citado precepto de la 
Ley del Suelo. habian 
sido asumidas plenamen­
te por la Comunidad 
Autónoma del País Vas­
co, por lo que la justifi­
cación del uso por el Es­
tado de las expresadas 
facultades excepcionales 
para ordenar la modifi­
cación o revisión de Jos 
instrumentos de planea­
miento aprobndos por 

Existen leyes avtonómicas 
entre cuyos ob¡etlvos flgvran 
la Instauración de "un siste­
ma de gestión que garantice 
la urbanización efectiva y 
evite la retención especula­
tiva de los suelos urbamza­
bles" (Oleo de Félix de la 
Concha.) 

los respectivos Ayuntamientos vas­
cos. había que encontrarla en títu­
los distintos, propio'\ del Estado. no 
en una inexistente competencia esta­
tal sobre el urbanismo que concu­
rriría con la prevista en los Estatu­
tos de Autonomía. En loe; casos re­
suellos por el Tribunal. eso~ títulos 
eran, a su Juicio, los atribuidos al 
Estado en el articulo 149.1 de la 

m11.:n10 com:~pon<licntc <lcl prl)}'l.'(;lO de que se 
trate. para que en el pla10 de un rncs noufiquc 
la conformidad o disconfommlud del mi&mo 
con el planeamiento urbanisu~o en vigor". 

En .. caso de disco11fnrnmlt1<l. el expc· 
diente se remitirá por el l)cparuirnento in­

teresado al \1rn1Stíl) th: la Vivienda. quien 
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Constitución sobre la seguridad pú­
blica, las aduanas o las obras públi­
cas de interés general. De esta doc­
trina constitucional se deduce con 
naturalidad que, en sus aspectos 
compctenciales, la corrección cons­
titucional de la Ley que se comenta 
depende de la existencia de títulos 
esta ta les concretos que se refieran a 
materia~ que no quepa encuadrar en 
el urbanismo propiamente dicho. 

En segundo lugar, el pleno cjer-

cic10 de esas competencias estatuta­
riamente transferidas no se ha visto 
condicionado en este caso por dila­
ción alguna en el traspaso de los 
servicios; es müs, si se exceptúan las 
Comunidades Autónomas de Ma­
drid, Navarra, La Rioja y Canta­
bria, dichos traspasos se produjeron 
ya en la etapa preautonómica e in­
cluso. para el País Vasco y Catalu-

lo clevarü al Con-.cJo de Ministros. previo in· 
forme de lu ComJs1ón Central de Urban1~mo. 
El Con:lejo ue Ministros decidirá si procede 
ejecutar el proyeclt1 y en este caso ordenan\ la 
iniciación del próCcdimicnto <le moddicnción o 
rcvb1ón uel pluncamicnLo. confonne a la tn1-
m1t:1c1ón <.-stublcc1dt1 en esta Ley". 



ña. antes de que se aprobase la 
Constítucíón. Loi; correspondícntes 
Decretos han servido, pues. en la 
mayoría de los casos lle instrumen­
tos. no sólo de traspaso de runcio­
ncs y servicios síno también de 
transferencia efectiva de auténtícas 
compctcncías que posteríormente 
fueron confirmadas por lo-; Lstatu­
tos de Autonomía. 

El alcance de estas competencias 
viene rcferído a todas las que esta-

ban atribuidas a la Administración 
del Estado por la Ley del Sucio de 
1976 y por las disposícíones regla­
mentarias y concordantcs. con ple­
na asuncíón de las funciones en el 
orden normatívo; reservéíndose el 
Estado la!. funciones que en matería 
de urbanismo le atribuye la Consti­
tución, y en partícular los artículos 
de la misma rela11vos a la plan11ica-

( 11 ) Scn1cnc1a 199/89. dc l() de no­
vicmhrc BOE de 5 de enero de 1990 ,ohre 
la reconversión de la empresa /\ST/\NO. 
fundumcnl() jurídico 5°. 

( 12) Ley 9/H 1 tk protección de la Le­
galidad Urban1stica (Cataluña): Ley 4/lN 

c1on económica (articulo 131), al 
principio de solidaridad (articulo 
138) y a las competencías cxclusívas 
del Estado (articulo 149). Esta in­
terpretación del bloque <le constitu­
cionalídad en cuanto abre al final 
un campo <le acción para el Estado 
en materia urbaní'>tica. no ha sido 
compartí<la. sín embargo. por el 
Tribunal Con:;títuc1onal que. como 
se ha visto, entiende que las Comu­
nidades Autonomas han asumido 
plenamente las competencias urba­
nísticas, y ha rcc.:hu1.ado adenuí:; la 
crcacíón de títulos competencíales 
mcdíante la simple invocación de 
princípios constitucionales como el 
de solídaridacl o las cx1gencía~ del 
equilibrio territoríal hecha al mar­
gen del orden de competencias esta­
blecído en la Constitución y en los 
Estatutos de Autonomw' '. 

A tocio ello hay que afüidír. en 
tercer lugar. la existencia de un am­
plio ordenamícnlo urbanistíco pro­
pío de las Comunídadcs Autónomas 
que deriva de las numerosas leyes 
aprobadas pacíficamente por sus 
Parlamentos. Repasandola'> se pue­
de comprobar que 111e1t.lcn. en ma­
yor o menor medida, sobre aspectos 
y objetivos muy próximos y hasta 
coincidentes con lo~ que se contem­
plan en esta Ley del Estado. Así, 
respecto de la disciplina urbanístí­
ca. algunos legislativo:. uutonómi­
cos han cstablecído un régímen más 
severo q uc el previsto en la Ley del 
Suelo de 1976. que afecta particu­
larmente a la utílí7ac1ón del suelo 
urbanizable medíantc la promoción 
y ejecución de urbanizaciones de 
ínícíativa privada, y del suelo no 
urbanizable. así como a las urbaní-
7aciones ilegales ya existentes para 
las que aquéllos han desarrollado 
una política tendente a su rcgulari­
zación 12. Pues bícn. dentro de ese 
rcfor7amíento de las medidas disci­
plinarias para la conllccución de 
una mayor protección y defensa de 

sohrc Medidas de 01~ciplina Urhani~tica 

( Mudnd): Ley 11 .!85 de aJartac1ón de la 
del Suelo a Galil:ia. Ley 9ili~ .:special para 
e l tratamiento de ;1c1uulioncs urbanisucas 
ilegales (Madrid): Ley 12/86 de medidas 
para la protccc1on de la legal idad urbanis-
11ca (Murcia): Ley 3ili7 r.:¡¡L1latloru de la 
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la legalidad urbanística, se apela 
también a la expropiación-sanc1on 
toLal o parcial de los terrenos com­
prendidos en el <Ímbito del plan, 
cuundo el promotor o el propicta río 
íncumplun las obligacíones, deberes 
y compromi::¡os contraídos o no rea­
licen la urbanización en los pla.ros 
de CJecuc1ón cstablccídos. expropia­
c1on que se llc\a a cabo de acuerdo 
con el valor inicial de los mismos y 
de la obra útil realizada". Desde 
una pcrspecliva más amplía, existen 
leyes autonómicas. corno la 3/84 <lel 
Parlamento th.: Cataluña. entre 
cuyos objetivos figuran la ínstaura­
ción de un ·'sistema de gestión que 
garantice la urbanízación efccuva 
de lo'> terrenos y evíte la retención 
especulattva de los suelos urbaniza­
blcs". y la sat1sfacc1ón de las "con­
<l1c1ones lle habitabilidad adecuadas 
a la dignidad y calidad de vída 
enuncíadas por la Constitución": o 
como la 4/84 de la Asamblea de 
Madrid que desarrolla "el pnncí­
pio, ya sentado en la Ley del Suelo. 
<le que la ap1ítud para edificar la da 
el plan. quedando condicionado el 
derecho a edilicar al cumphm1ento 
de las obligaciones y cargas que se 
ímponcn a los propietaríos dentro 
de los pla1os previstos en el propio 
plan", y, de acuerdo con tal pnnci­
pio, eswblcce "la secuencia detalla­
da ele estas obligaciones y cargas de 
los promotores de actuaciones en 
sucio urban1zable. regulando las 
consecuencias que el íncumplímien­
to ele la misma conllevaría". Y no 
se pue<le cerrar este apartado dedi­
cado a los ordenamientos autonó­
micos sin mcncíonar la importante 
Ley vascn 9/89 de Valorac1ón del 
Sucio. y sobre Lodo el recientí~1mo 
Decreto Lí!g1sla1ivo 1/90. <le 12 de 
julio. por el que se aprueba el Texto 
refundido de los textos legales vi­
gente~ en Cataluña en materia ur­
banístíca, que al 111tegrar tanto la~ 
mencionadas leyes 918 l y 3 84 como 

d1,c1phnu u1han"11ca !AstunasJ y Ley 5187 
de ordc11ac1ón 11rhan1s11ca dc:I sucio rú~lic() 
(Camiritts) 

( IJ) Ley 4/X4 so ore Medidas de D1~c1-
phna Urliunf~uca en lll Comunid:Ld úe Mu· 
drid. ariiculos 11 y 13 



la parte del ordenamiento estalal 
que supletoriamenle se ha venido 
aplicando en la Comunidad, consti­
tuye un verdadero código autonó­
mico del urbanismo. 

Por último, y antes de pasar a 
exponer cuál ha sido la interpreta­
ción que el Estado ha hecho en este 
caso de sus títulos competencia les••, 
no hay que olvidar el hecho de que 
el reconocimiento por el Tribunal 
Constitucional de un amplio espa­
cio de discrecionalidad al poder le­
gislativo para que determine el con­
tenido mismo del derecho a la pro­
piedad, se ha producido con oca­
sión del enjuiciamiento constitucio­
nal de una ley aprobada por un 
Parlamento a utónomo: la Ley de 
Reforma Agraria de Andalucía, ea 
la que cabalmente se regulan los lí­
mites e intervenciones públicas a 
que la propiedad rústica ha de suje­
tarse en esa Comunidad Autónoma. 
El Tribunal considera inherente a la 
competencia específica de la Comu­
nidad para reformar y desarrollar el 
sector agrario .la posibilidad de le­
gislar sobre la propiedad de la tie­
rra y su función social dentro de su 
ámbito territorial. Su Parlamento 
pudo. por tanto, imponer deberes 
positivos a los propietarios y em­
presarios agrícolas, restringiendo 
sus facultades de decisión sobre el 
uso. destino y aprovechamiento de 
los fundos o su actividad empresa­
rial: habilitar a la Administración 
para que establezca índices técnico­
económicos de aprovechamienlo 
medio y óptimo; sancionar el in­
cumplimien to de esa función social 
de la propiedad de la tierra por él 
definida con la expropiación de di­
chas facultades mediante el arrenda­
miento o convenio fo rzosos, o in­
cluso. si concurren graves motivos 
de orden económico y social, del 
propio dominio durante un cierto 

(14) Como no podta ser de otra forma. 
el Tribunal Cons1i1ucionul ha ratificado la 
evidencia de que todo proceso de des~rrollo 
normativo de la Cons1i 1uc1ón implica siem­
pre una interpretación de los corrc~pon­
dtentes preceptos cons1i1uc1onaleo realt:rnda 
por quien dicta la normu de desarrollo. Lo 
que no ha permitido el Tribunal ni legisla­
dor o rdinario es que se erija en cons1i1 u yen­
i e dictando normas mcramenlc in1erpre1a-

tiempo; imponer a los empresarios 
agrícolas planes de mejora cuando 
no presenten sus propios planes o 
éstos no se ajusten a las directrices 
establecida s por la Administración, 
etc. Esta doctrina constitucional 
que resulta perfectamente aplicable 

a la propiedad urbana permite. 
pues, que para un mismo bien pue­
dan definirse funciones sociales dis­
tintas segl'.1n su localización. 

En estas condiciones. es lógico y 
necesario preguntarse por el espacio 
que le queda al Estado para inter­
veni r normativamcnte en materia 
tan diversificada. La pregunta se la 
está haciendo el propio legislador 
cuando en el Pre;imbulo de la Ley 
8/90 dice: "La delimitación consti­
tucional de competencias parece 
impedir que el Estado apruebe una 
nueva Ley sobre Régimen del Suelo 
y Ordenación Urbana con el mismo 
o similar contenido al del texto re­
fundido actualmente vigente, con 
pretensión de aplicación plena, ya 
que su regulación supondría una 
manifiesw invasión de las compe­
tencias a utonómicas en materia de 
ordenación del territorio y urba­
nismo. Pero tampoco las Comuni­
dades Autónomas están facultadas 
para establecer una normativa ur­
banística de alcance y contenido tan 
amplio como el de la Ley vigente, 
porque ello chocaría con las compe­
tencias que al Estado atribuye el 
propio texto constitucional ... ¿Cuá­
les son esas competencias estatales'? 
La respuesla que aparece en el texto 
legal es amplia y compleja. De ella 
únicamente se tratará aquí la parte 
relativa a la justificación competen­
cial de lo que constituye el núcleo 
de la Ley: el esquema de la adquisi­
ción gradual de fac ultades urbanís­
ticas basado en el cumplimiento de 
los respectivos deberes en los plazos 
establecidos; esquema de aplicación 

1ivas cuyo exclusivo ohJelo sea precisar el 
único senttdo, entre los varios po)tbles. que 
dcha atribuirse a un determinado conceplo 
o precepto de la Con~1i1ución (Scntenci11 
76i83 sobre el Proyecto de Ley Orgánica de 
Armo111zac1on del Proceso Autonómico, 
fundamento jurídico 4"). 

( 15) Queda paru otro comentario la 
111rea de de~enmarañar la amalgnma de 1i1 u­
los construida por el legislador para apoyar 
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inmediarn, desde la entrada en vigor 
de la Ley, en todos los municipios y 
no sólo, como ocurre con el resto de 
sus disposiciones, en los de más de 
25.000 habitantes (Disposición Adi ­
cional Primera)'~ . 

Para el Estado, esta Ley lija las 
condiciones bcísicas que aseguran la 
igualdad de todos los españoles en 
el ejercicio de los derechos y deberes 
de los propietarios del suelo afecta­
do por el proceso de urbanización y 
edificación, y delimita, con el mis­
mo carácter básico, la función so­
cial de la propiedad, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 149.1.1º en 
relación con el artículo 33.2 de la 
Constitución (Preámbulo. 11 ). El 
tenor de los términos empicados por 
el legislador para redactar este ar­
gumento obliga n volver a Ja doc­
trina de la sen tencia del Tribunal 
Constitucional 37 /87 sobre la re­
forma agrario andaluza, con la que, 
aunque no se cite, trata de homo­
logarse sin duda este producto legis­
lativo. Dice, en efecto, el Tribunal 
que el ci tado artículo 149.1. 1ª de la 
Constitución permitiría al Eslado 
regular las condiciones básicas que 
garanticen una igua ldad de trato 
- asimismo b~ísica o esencial- de 
todos los españoles en el ejercicio y 
en el contenido de sus derechos de 
propiedad sobre cualqu ier tipo de 
bienes y en virlud de cualesquiera 
intereses de canícter público. aun 
aquéllos cuya definición y gestión 
no le está ya encomendada. Esta de­
fensa de la posibilidad constitucio­
nal de una regulación igualitaria y 
uniforme de las denominadas posi­
ciones jurídicas fundamentales de 
los propietarios, se hace, sin embar­
go conviene recordarlo , en el con­
texto procesal de un rechazo frontal 
por parte del Tribunal de la preten­
sión de los actores del recurso de 

su propósito polittco. en el que se tratará 
de aclarar el significado del ~1gu1cn1e 1ex10 
que aparece en el Preámbulo de la Ley 8/90. 
"Lll regulación de este conjunto de mate­
rias encucnlra apoyo constitucional en la~ 
compc1cncms que al F\tado r~rva el articulo 
149 1. en sus reglus 1•. s·. 13'. 18' y 23'. es­
ta (111 ima en cuanrn a los preceptos de la 
Ley que se refieren al régimen del sucio n(l 
urbani1able". y de ~u~ disposiciones finalc\. 



inconstituciona lidad de que aquél 
avalase su tesis según la cual en vir­
tud de la citada regla cornpetcncial 
sólo al Estado corresponde definir 
la función social de la propiedad , 
de forma que no puede haber fun­
ciones sociales distintas en distintas 
áreas del territorio nacional. 

Frente a esta interpretación ra­
dica l, el Tribunal defiende vigoro­
samente que los fines de interés ge­
neral que ha de satisfacer la propie­
dad inmobiliaria en manos privadas 
" pueden justifica r 'el empleo de dis­
lintos instrumentos jurídicos' en 
atención a la propia localización de 
los bienes o en razón de las cam­
bian tes condiciones económicas, 
sociales e, incluso. de orden cullura l 
de cada parte del territorio.,. y 
afirma que ese pretendido unitaris­
mo no se compadece con las Com­
petencias legislativas que las Comu­
nidades Autónomas tienen sobre 
todas aquellas materias en las que 
entren en juego la propiedad u 
otros derechos de contenido patri­
monial16. Por olra parte, como haya 
que entender más en concreto esa 
configuración básica del derecho de 
propiedad o, más exactamente, de 
los estatutos correspondientes a los 
diferentes tipos de propiedad, es 
a lgo sobre lo que escasa o rientació n 
puede extraerse de la sentencia del 
Tribunal Constitucional que en esta 
cuestión crucial vio facilitada su 
labor por el hecho de que la Comu­
nidad Autónoma se había limitado 
a reproducir la normativa estatal o 
a remitirse a ella, por lo que mal 
podía haberla infringido en su con­
tenido básico. La sola apelación a 
la citada doctrina constitucional no 
basta, pues, para considerar que ese 
contenido nuclear de la Ley 8/90 
que aquí se ha acotado, ese Derecho 
común que el Estado ha decidido 

(16) Fundamenlos jurldicos 9" y 10º. 
(17) Una vez más se prefirió resolver 

las cuestiones compctcncialcs por la vla del 
contencioso consti tucional . descartando 
conscienlementc otras vias menos lrnumáti­
eas que de seguirse aliviarían sin duda Ja 
conflictividad que has ta ahora caracteriza 
a nuestro Estado compuesto. Un caso so­
nado de este fenómeno es el Proyecto de 
Ley Orgánica de Annonización del Proce-

Los fines de Interés general que ha de satisfacer la propiedad Inmobiliaria pueden justificar 
el empeo de distintos Instrumentos jurídicos en razón de las cambiantes condiciones de 
cada parte del territorio. (Oleo de Félix de la Concha.) 

que debe existir en esta materia y 
que ha definido a través de normas 
directamente a plicables y no de me­
ros principios, quedan exentos de 
cualquier discusión en cuanto a su 
constitucionalidad formal. Por el 
contrari o, pueden plantearse dudas 
fundadas sobre algunos de sus por­
menores, si se considera que por la 
vía de una definición tan completa 
como la que se hace en la Ley de los 
deberes urbanísticos de los propie­
tarios, resulta casi imposible que no 
se haya incidido de a lguna manera 
en las que se han venido entendien­
do en nuestro sistema jurídico 
- desde la existencia del Título Pre­
liminar de la Ley del Suelo de 1976 
e incluso desde mucho antes- como 
competencias públicas que define el 
contenido del urbanismo y del D e­
recho urbanístico. hoy en manos de 
las Comunidades Autónomas. Este 
riesgo cierto se hubiera práctica­
mente e liminado de haberse limita­
do el Estado a fo rmular unos prin­
cipios generales, los que se estima­
sen necesarios para armonizar, en 
su caso, la abundante legislación 
autonómica existente; pero al haber 
optado aquél por la imposición de 

so Au1onómico sobre la que el entonces 
Presidente del Gobierno ha escrito lo si­
guiente: "Al mantener el carácter orgánico 
de la Ley, sabiendo que era jurídicamente 
vulnerable, mi Gobierno pretendía ech¡1r 
un cerrojo de seguridad a los Pactos Auto­
nómicos, vinculando a UCD y al PSOE en 
un;1 mayoría cualificada, y facilitar al mis­
mo tiempo Ja in1erposición del recurso pre­
vio de inconslitucionalidad. Tan claro era 

normas tan perfectas, puede estarse 
impidiendo el legítimo desarro llo 
por las Comunidades Autónomas 
de políticas del suelo diferentes. Así 
lo entendieron, por lo demás, du­
rante la tramitación del proyecto en 
las Cortes, no sólo los grupos par­
lamentarios nacionali stas. catalán y 

vasco, sino todos los integrantes de 
la oposición, que en repetidas oca­
siones cuestionaron la competencia 
de aquéllas para regular lo que es­
taban regulando. Los defensores del 
proyecto gubernamental, por su 
parte. no entraron propiamente en 
este debate al que llegaron a consi­
derar carente de importancia políti­
ca y condenado de antemano al 
desacuerdo, dando por bueno que 
fuera el Tribunal Constitucional 
quien lo zanjara'7

• Esto último es lo 
que cabalmente ocurrirá: el Parla­
mento de Navarra y los Ejecutivos 
de cinco Comunidades Autónomas, 
por razones predominantemente 
competenciales, han planteado sen­
dos recursos de inconstitucional i­
d ad contra prácticamente la tota­
lidad de los preceptos de la ley de­
clarados básicos o de aplicación 
plena 18. 

mi deseo de que entrase en li za el Tribunal 
que pensé seriamente en que el Gobierno 
mismo interpusiera el recurso·· (LEOPOLDO 
CA LVO SOTE LO: Memoria vii1a de la 1ra11sí­
ci<Í11. Barcelona. Plaza & Janés/Cambio 16. 
1990. p. 118). Asombroso. 

( 18) Recursos de inconstitucionalidad 
N'~ 2477/90 (Navarra). 2479/90 (Cantabria). 
248 1/90 (Cataluña), 2486/90 (Aragón). 2487/ 
90 (Casti lla y León) y 2488/90 (Canarias). 
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